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4. Tarjeta personal

Se modifican los epígrafes 12.2 y 12.3 del apartado
duodécimo del anexo a la Orden de 28 de julio de 1994
por la que se aprueban determinadas tarifas de «Tele-
fónica de España, Sociedad Anónima», quedando redac-
tados de la siguiente forma:

Duodécimo. Tarjeta personal

12.1 Comunicaciones nacionales: La tarifica-
ción de las llamadas nacionales con cargo a tarjeta
personal se aplicará con los mismos criterios esta-
blecidos con carácter general para el servicio nacio-
nal.

Las llamadas nacionales a través de operadora
se gravarán con una sobretasa de 100 pesetas.

Si la llamada tiene su origen en un teléfono de
uso público, situado en el dominio público, le será
de aplicación un recargo del 21,5 por 100 sobre
las tarifas establecidas con carácter general para
el servicio nacional.

12.2 Comunicaciones internacionales: Las tari-
fas aplicables a las llamadas automáticas coinci-
dirán con las correspondientes del servicio auto-
mático internacional. En las llamadas internaciona-
les salientes a través de operadora, además de la
tarifa legalmente establecida para este tipo de
comunicaciones, se percibirá una tasa de gestión
por conferencia de 225 pesetas. En las llamadas
efectuadas a través del servicio directo país se les
aplicará la tarifa legalmente establecida para este
servicio.

Si la llamada tiene su origen en un teléfono de
uso público, situado en el dominio público le será
de aplicación un recargo del 21,5 por 100 sobre
las tarifas establecidas con carácter general para
el servicio internacional.

5932 CORRECCIÓN de errores de la Orden de 8
de enero de 1998 por la que se hace pública
la modificación de las tarifas de Correos y
Telégrafos.

Advertidos errores en el texto de la Orden de 8 de
enero de 1998, por la que se hace pública la modi-
ficación de las tarifas de Correos y Telégrafos, inserta
en el «Boletín Oficial del Estado» número 12, de 14 de
enero de 1998, a continuación se transcriben las opor-
tunas rectificaciones:

Página 1284, primera columna, punto 4. Servicio
público télex desde abonados privados, segundo párrafo;
donde dice: «Previamente, el interesado solicitará auto-
rización individual (...) estando obligado a proveerse del
oportuno apartado de medida y tarifas vigentes, (...)»;
debe decir: «Previamente, el interesado solicitará auto-
rización individual (...) estando obligado a proveerse del
oportuno aparato de medida y tarifas vigentes, (...)».

Página 1288, primera columna, último párrafo; donde
dice: «Cada 500 gramos más o fracción... 1.260»; supri-
mir dicho párrafo.

Página 1290, segunda columna, punto 2. Paquete
azul, segundo párrafo; donde dice: «Este producto tiene
carácter certificable e incluye la entrega domiciliaria»;
debe decir: «Este producto tiene carácter certificado e
incluye la entrega domiciliaria».

Página 1292, segunda columna, apartado 4; donde
dice: «Estas tarifas podrán ser objeto de reducción (...),
quedando facultado el OACT para conectar dichas reduc-
ciones, (...)»; debe decir: «Estas tarifas podrán ser objeto
de reducción (...), quedando facultado el OACT para con-
certar dichas reducciones, (...)».

MINISTERIO DE AGRICULTURA,
PESCA Y ALIMENTACIÓN

5933 ORDEN de 9 de marzo de 1998 por la que
se modifica la Orden de 29 de noviembre
de 1995 por la que se establecen los prin-
cipios uniformes para la evaluación y auto-
rización de productos fitosanitarios.

Tanto la Directiva 91/414/CEE del Consejo, de 15
de julio, sobre comercialización de productos fitosani-
tarios, como el Real Decreto 2163/1994, de 4 de
noviembre, por el que se implanta el sistema armonizado
comunitario de autorización para comercializar y utilizar
productos fitosanitarios, prevén el desarrollo de unos
principios uniformes dirigidos a asegurar que la auto-
rización de productos fitosanitarios no afecte a la salud
humana y animal ni al medio ambiente.

Estos principios uniformes para la evaluación y auto-
rización de productos fitosanitarios fueron aprobados por
la Directiva 94/43/CE del Consejo, de 27 de julio, por
la que se establece el anexo VI de Directiva 91/414/CEE,
relativa a la comercialización de productos fitosanitarios,
que se incorporó al ordenamiento interno mediante una
Orden de 29 de noviembre de 1995.

No obstante, una Sentencia de 18 de abril de 1996,
del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas,
anuló la Directiva 94/43/CE del Consejo, lo que obligó
a la Unión Europea a establecer unos nuevos principios
uniformes mediante la Directiva 97/57/CE del Consejo,
de 22 de septiembre.

La presente Orden incorpora al ordenamiento jurídico
interno la Directiva 97/57/CE, para lo cual resulta nece-
sario modificar la Orden de 29 de noviembre de 1995
en aquellos aspectos concretos en que la nueva regu-
lación comunitaria resulte novedosa.

En su virtud, he tenido a bien disponer:

Artículo único.

Modificación de la Orden de 29 de noviembre
de 1995.

1. Se suprime el apartado 2 del artículo único de
la Orden de 29 de noviembre de 1995.

2. Las secciones 2.5.1.1 y 2.5.1.2 de la parte B
y la sección 2.5.1.2 de la parte C del anexo de la Orden
de 29 de noviembre de 1995 se sustituyen por las sec-
ciones contenidas en el anexo 1 de la presente Orden.

3. Se añade al anexo de la Orden de 29 de noviem-
bre de 1995 una parte D, con el contenido que se recoge
en el anexo 2 de la presente Orden.

Disposición final única.

La presente Orden entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 9 de marzo de 1998.

DE PALACIO DEL VALLE-LERSUNDI

Ilmos. Sres. Secretario general de Agricultura y Alimen-
tación y Director general de Producciones y Mercados
Agrícolas.
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ANEXO 1

Modificaciones a los principios uniformes para la eva-
luación y autorización de productos fitosanitarios

En la parte B: Evaluación.

2.5.1.1 Los Estados miembros considerarán la posi-
bilidad de que el producto fitosanitario alcance el suelo
en las condiciones declaradas de utilización; en caso
de existir tal posibilidad evaluarán la velocidad y las vías
de degradación en el suelo, la movilidad en el suelo
y la evolución de la concentración total (extraíble y no
extraíble) (*) de la sustancia activa, de sus metabolitos
y de los productos de degradación y de reacción que
debería producirse en el suelo del área prevista de uti-
lización tras la aplicación del producto fitosanitario de
conformidad con las condiciones declaradas de utiliza-
ción.

Esta evaluación tendrá en cuenta la siguiente infor-
mación:

i) Los datos específicos sobre su alcance y com-
portamiento en el suelo, previstos en el anexo II, y los
resultados de su evaluación.

ii) Otros datos pertinentes sobre la sustancia activa,
como:

Peso molecular.
Solubilidad en agua.
Coeficiente de reparto octanol/agua.
Presión de vapor.
Índice de volatización.
Constante de disociación.
Velocidad de fotodegradación e identidad de los pro-

ductos de degradación.

iii) Todos los datos relativos al producto fitosanitario
previstos en el anexo III, incluidos los que se refieren
a la difusión y degradación en el suelo.

iv) En su caso, otras utilizaciones autorizadas, en
el área prevista de utilización, de productos fitosanitarios
que contengan la misma sustancia activa o que pro-
duzcan los mismos residuos.

2.5.1.2 Los Estados miembros considerarán la posi-
bilidad de que el producto fitosanitario alcance las aguas
subterráneas en las condiciones declaradas de utiliza-
ción; en caso de existir tal posibilidad, evaluarán, median-
te el empleo de un modelo de cálculo adecuado y cer-
tificado a escala comunitaria, la concentración de la sus-
tancia activa, de los metabolitos y de los productos de
degradación y reacción, que debería producirse en las
aguas subterráneas de las áreas previstas de utilización,
tras la aplicación del producto fitosanitario de confor-
midad con las condiciones declaradas de utilización.

Mientras no se disponga de un modelo de cálculo
comunitario oficial, los Estados miembros basarán espe-
cialmente su evaluación en los resultados de los estudios
de movilidad y de persistencia en el suelo tal como se
establece en los anexos II y III.

Esta evaluación tendrá asimismo en cuenta los
siguientes elementos de información:

i) Los datos específicos relativos a su alcance y com-
portamiento en el suelo y en el agua, previstos en el
anexo II, y los resultados de su evaluación.

(*) Los residuos no extraíbles presentes en las plantas y suelos se definen
como sustancias químicas procedentes de plaguicidas utilizados de acuerdo
con las buenas prácticas agrícolas, que no pueden extraerse por métodos
que no modifiquen sustancialmente la naturaleza química de dichos residuos.
Se considera que estos residuos no extraíbles excluyen los fragmentos resul-
tantes de transformación metabólica en productos naturales.

ii) Otros datos pertinentes sobre la sustancia activa,
como:

Peso molecular.
Solubilidad en agua.
Coeficiente de reparto octanol/agua.
Presión de vapor.
Índice de volatización.
Velocidad de hidrólisis en relación con el pH e iden-

tidad de los productos de degradación.
Constante de disociación.

iii) Todos los datos sobre el producto fitosanitario
previstos en el anexo III, incluidos los relativos a la difu-
sión y degradación en el suelo y en el agua.

iv) En su caso, otras utilizaciones autorizadas, en
el área prevista de utilización, de productos fitosanitarios
que contengan la misma sustancia activa o que pro-
duzcan los mismos residuos.

v) En su caso, datos relativos a la degradación, inclui-
das la transformación y la adsorción en la zona de satu-
ración.

vi) En su caso, datos sobre los métodos de extrac-
ción y tratamiento del agua potable en el área prevista
de utilización.

vii) En su caso, los datos de control de la presencia
o ausencia de la sustancia activa en los metabolitos o
productos de degradación o reacción pertinentes en las
aguas subterráneas como consecuencia de una utiliza-
ción anterior de productos fitosanitarios que contengan
la sustancia activa y originen los mismos residuos; estos
datos de control deberán interpretarse de forma cien-
tífica y coherente.

En la parte C: Procedimiento decisorio.

2.5.1.2 No se concederá autorización alguna si se
considera que la concentración de la sustancia activa
o de los metabolitos y productos de degradación o reac-
ción en el agua subterránea puede superar, como resul-
tado del uso del producto fitosanitario en las condiciones
declaradas, el más bajo de los siguientes valores límite:

i) La concentración máxima admisible establecida
en el Real Decreto 1138/1990, de 14 de septiembre,
por el que se aprueba la reglamentación técnico-sanitaria
para el abastecimiento y control de calidad de las aguas
potables de consumo público.

ii) La concentración máxima establecida por la
Comisión en el momento de inclusión de la sustancia
activa en la lista comunitaria sobre la base de los datos
apropiados, en particular de carácter toxicológico o,
cuando esta concentración no se haya determinado, la
concentración correspondiente a un décimo de la IDA
establecida en el momento de la inclusión de la sustancia
activa en la lista comunitaria.

a menos que se demuestre científicamente que la con-
centración más baja no se supera en condiciones reales.

ANEXO 2

Parte D: Directrices para la aplicación de los principios
uniformes en ciertos casos específicos.

1. Las excepciones previstas en el punto 2 del ar-
tículo 20 del Real Decreto 2163/1994, de 4 de noviem-
bre, para las solicitudes de ampliación de uso de carácter
menor, se aplicarán tanto a las presentadas por el propio
titular de la autorización del producto fitosanitario de
que se trate como a las presentadas por las entidades
y organizaciones a que se refiere el punto 1 del artícu-
lo 20 citado.

2. Ciertos criterios de evaluación y de toma de deci-
sión de los principios uniformes (P.U.) no son apropiados
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para la evaluación de la exposición de los organismos
acuícolas en las aguas del cultivo del arroz, especial-
mente en el marco de las secciones 2.5.2.2.

En la evaluación del impacto de la utilización de un
producto fitosanitario en el cultivo del arroz, para con-
siderar el efecto sobre las aguas superficiales y sobre
las especies acuícolas que no sean el objetivo del tra-
tamiento, se tendrá en cuenta la exposición resultante
de una eventual contaminación de dichas aguas super-
ficiales, bien sea resultado de la deriva en tratamiento
del arrozal o bien de la contaminación producida por
la reincorporación de las aguas del arrozal a las aguas
superficiales.

3. En tanto no existan modelos de cálculo validados
a nivel comunitario para realizar las evaluaciones pre-
vistas en las secciones B.2.5.1.2 y B.2.5.1.3 de los P.U.,
se aplicarán modelos validados a nivel nacional.

4. Los datos procedentes de los programas de
muestreo que se estén desarrollando en aplicación de
la legislación vigente en materia de protección de aguas,
pueden ser utilizados como adecuados para la sección
B.2.5.1.2 de los P.U.

No obstante, si los resultados de dichos programas
de muestreo indican que la concentración tiende a
aumentar de forma que pudiera alcanzar el nivel previsto
en la sección C.2.5.1.2, se deberá aplicar un programa
específico de muestreo que cubra las zonas susceptibles
de ser contaminadas, teniendo en cuenta las propieda-
des de la sustancia activa, particularmente la movilidad,
la persistencia y la degradabilidad.

5. Los resultados de los programas de muestreo de
aguas, en el marco de la sección C.2.5.1.2, se deter-
minarán sobre el valor medio anual de los resultados
analíticos de muestras tomadas en el mismo punto.

6. Los datos ecotoxicológicos serán considerados,
en su caso, datos apropiados a los efectos previstos
en el punto C.2.5.1.2(ii) de los P.U.

7. En los criterios de evaluación del impacto sobre
los pájaros y otros vertebrados terrestres, en el marco
de las secciones 2.5.2.1, se podrá aceptar que la toxi-
cidad aguda pueda determinarse por otro método acep-
tado que proporcione una dosis discriminante en vez
de la DL50.

MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA
5934 REAL DECRETO 230/1998, de 16 de febrero,

por el que se aprueba el Reglamento de explo-
sivos.

La larga duración de la vigencia del Reglamento de
explosivos, aprobado por el Real Decreto 2114/1978,
de 2 de marzo, en paralelo con las transformaciones
administrativas, económicas y técnicas producidas des-
de el año 1978 en que fue promulgado hasta el presente,
hacen notoria la necesidad de una revisión global de
dicho Reglamento, incorporando tales modificaciones y
adaptando el nuevo texto a las disposiciones legales últi-
mamente aprobadas.

En efecto, adoptada por el Consejo de las Comuni-
dades Europeas la Directiva 93/15/CEE, relativa a la
armonización de las disposiciones sobre la puesta en
el mercado y el control de los explosivos con fines civiles,
se debe realizar su transposición al ordenamiento jurídico
español con la modificación del Título VII del Reglamento
de explosivos. De igual manera, al amparo de las facul-
tades concedidas al Gobierno en los artículos 6 y 7,

y en la disposición final cuarta de la Ley Orgáni-
ca 1/1992, de 21 de febrero, sobre Protección de la
Seguridad Ciudadana, que ha desarrollado la competen-
cia del Estado en materia de explosivos, reconocida en
la Constitución Española, debe modificarse el Título IX,
relativo a las sanciones.

Con anterioridad, la Ley 23/1992, de 30 de julio,
de Seguridad Privada, contempla la modificación de la
figura de los guardas jurados de explosivos, establecien-
do que, en el plazo de dos años a partir de la fecha
de promulgación del Reglamento de desarrollo de la mis-
ma, habrán de atenerse necesariamente a lo dispuesto
en ella.

Igualmente, el Real Decreto 1631/1992, de 29 de
diciembre, sobre restricciones a la circulación de ciertos
bienes y mercancías, establece, en el marco de la eli-
minación de controles en las fronteras interiores entre
los Estados miembros de la Unión Europea, para el tráfico
intracomunitario de mercancías, servicios y capitales, la
previa autorización administrativa para la introducción
en territorio español, desde el resto de la Unión Europea,
de explosivos, cápsulas detonadoras, cartuchería, pisto-
nes, pólvora de caza y productos pirotécnicos, por evi-
dentes razones de seguridad y orden público.

Análogamente, el Real Decreto 540/1994, de 25 de
marzo, ha dado una nueva redacción al artículo 5 del
Reglamento para acomodar el mismo a la Ley 18/1992,
de 1 de julio, y al Real Decreto 671/1992, de 2 de
julio, que establecen determinadas normas en materia
de inversiones extranjeras en España, en relación a los
sectores que tienen una regulación específica en materia
de derecho de establecimiento. En este sentido, todas
las actividades relacionadas con los explosivos consti-
tuyen un sector regulado específico en materia de esta-
blecimiento, para el que precisan autorización adminis-
trativa previa.

En relación con la cartuchería, el Real Decre-
to 137/1993, de 29 de enero, por el que se aprueba
el Reglamento de armas, si bien concuerda con el vigente
Reglamento de explosivos, en sus artículos 1.3 y 48
establece el régimen de adquisición, almacenamiento,
circulación, comercio y tenencia de municiones, con
carácter general y sin perjuicio de las normas especiales
que las regulen, así como el número y cantidad de las
distintas categorías determinadas en las autorizaciones
de apertura de establecimientos de venta de armas.

En el ámbito de la pirotecnia, la Orden de 5 de diciem-
bre de 1991 vino a regular la catalogación de productos
pirotécnicos, las condiciones generales que deben cum-
plir las mezclas pirotécnicas o explosivas y las condi-
ciones específicas para que un artificio pirotécnico pueda
ser incluido en las clases I, II, III, IV, V, VI y VII del vigente
Reglamento.

En relación con la vigilancia y seguridad de las fábricas
de explosivos, su almacenamiento, manipulación, trans-
porte, etc., se ha refundido la figura de los vigilantes
de seguridad y la de los guardas jurados de explosivos,
recogida en numerosos artículos del Reglamento que
ahora se modifica (artículos 4, 80, 81, 83, 120, 164,
165, 183, 242, 243, 288 y 295), en virtud de lo dis-
puesto en la Ley 23/1992, de 30 de junio, de Seguridad
Privada y al Reglamento de Seguridad Privada que la
desarrolla, aprobado por Real Decreto 2364/1994,
de 9 de diciembre.

En el ámbito de la organización administrativa, la atri-
bución de funciones que efectuaba el Reglamento apro-
bado por Real Decreto 2114/1978, a las Direcciones
Provinciales del Ministerio de Industria y Energía, se efec-
túa ahora en favor de las Delegaciones del Gobierno
en las Comunidades Autónomas y en las correspondien-
tes Áreas de Industria y Energía, dependientes funcio-
nalmente de dicho Departamento, teniendo en cuenta
lo dispuesto en el Real Decreto 1330/1997, de 1 de


